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    El colapso del PIB mundial, el bloqueo de la producción y el comercio, infinidad de personas sumidas en la pobreza y el desempleo. Este es el resultado de la pandemia de la COVID-19 desde el punto de vista económico.




    El desafío al que se enfrentan los gobiernos de todo el mundo es enorme: la necesidad de aplicar medidas de apoyo a los ciudadanos y de ayuda a las empresas con dificultades, el refuerzo de los servicios sanitarios, un nivel de colaboración entre naciones sin precedentes, desde la carrera por las vacunas hasta la gestión de las pruebas de detección y el rastreo de los contagios. Por desgracia, durante el último medio siglo, el mensaje político predominante en muchos países ha sido que los gobiernos no pueden –y, por tanto, no deben– gobernar. Desde hace tiempo, políticos, dirigentes empresariales y expertos se dejan guiar por una ideología que se centra en medidas estáticas de eficiencia para justificar los recortes de gastos, las privatizaciones y la subcontratación. Esta es la razón por la que los gobiernos disponen ahora de menos herramientas para responder a la crisis. Y esta es precisamente la lección de la COVID-19: la facultad de un Estado para gestionar una crisis de gran envergadura depende de lo que haya invertido en la capacidad de gobernar, hacer y gestionar, es decir, en dar forma a mercados que produzcan un crecimiento sostenible e inclusivo orientado al interés general.
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    La crisis de la COVID-19 es una oportunidad para cambiar el capitalismo


  




  El mundo se encuentra en estado crítico. La pandemia de COVID-19 se está propagando con rapidez entre los países, a una escala y con una severidad inéditas desde la devastadora gripe española de 1918. A menos que se lleve a cabo una acción global coordinada para contenerla, el contagio pronto será también económico y financiero.




  La magnitud de la crisis requiere que los gobiernos intervengan. Los estados están inyectando estímulos en la economía al tiempo que intentan desesperadamente ralentizar la propagación de la enfermedad, proteger a la población vulnerable y contribuir a crear nuevas terapias y vacunas. La escala y la intensidad de estas intervenciones recuerdan a las de un conflicto militar: es una guerra contra la propagación del virus y el colapso económico.




  Y, sin embargo, hay un problema. La intervención exige un marco muy distinto del que han escogido los gobiernos. A partir de la década de 1980, a estos se les ha dicho que se queden en un segundo plano y dejen que sean las empresas las que dirijan y creen riqueza, y que solo intervengan para arreglar los problemas cuando estos surgen. El resultado es que los gobiernos no siempre están adecuadamente preparados y equipados para enfrentarse a crisis como la de la COVID-19 o la emergencia climática. Al asumir que deben esperar hasta que se produzca un inmenso shock sistémico antes de decidirse a actuar, los gobiernos no hacen los preparativos suficientes sobre la marcha.




  En el proceso, se debilitan instituciones clave en la prestación de servicios públicos y, en términos más generales, los bienes públicos, como el Servicio Nacional de Salud de Reino Unido (NHS, por sus siglas en inglés), en el que desde el año 2015 se han producido recortes en la sanidad pública por un total de un millón de libras.




  El destacado papel de las empresas en la vida pública también ha provocado una pérdida de confianza en lo que el Gobierno puede lograr por sí solo. A su vez, esto ha dado pie a muchas asociaciones público-privadas problemáticas, que priorizan los intereses de las empresas por encima del bien público. Por ejemplo, está bien documentado que con frecuencia las asociaciones público-privadas en investigación y desarrollo favorecen los «éxitos de ventas» a expensas de medicamentos con menor atractivo comercial pero que son muy importantes para la salud pública, como los antibióticos y las vacunas contra numerosas enfermedades que pueden dar lugar a brotes.




  Además, las sociedades donde la desigualdad es cada vez mayor carecen de una red de seguridad y protección para la gente trabajadora, en especial para quienes trabajan en la economía gig (literalmente, economía «de bolos») sin protección social.




  Pero ahora tenemos la oportunidad de utilizar esta crisis para entender cómo hacer un capitalismo distinto. Lo cual implica repensar para qué sirven los gobiernos: en lugar de limitarse a corregir los fallos de mercado cuando estos surgen, deberían pasar a conformar y crear activamente mercados que generen un crecimiento sostenible e inclusivo. También deberían garantizar que las asociaciones con empresas que reciben financiación pública están motivadas por el interés público, no por los beneficios.




  En primer lugar, los gobiernos deben invertir en instituciones –⁠y en algunos casos crearlas⁠– que ayuden a impedir crisis, y que nos den capacidad para gestionarlas mejor cuando estas se produzcan. El presupuesto de emergencia de 12.000 millones de libras del Gobierno de Reino Unido para el NHS es un paso positivo. Pero es igual de importante centrarse en la inversión a largo plazo para fortalecer los sistemas sanitarios y revertir la tendencia de los últimos años.




  En segundo lugar, los gobiernos tienen que coordinar mejor las actividades de investigación y desarrollo y dirigirlas hacia objetivos de sanidad pública. El descubrimiento de vacunas requerirá coordinación internacional a una escala hercúlea. Esto lo ejemplifica el extraordinario trabajo de la Coalición para la Promoción de Innovaciones en pro de la Preparación ante Epidemias (CEPI, por sus siglas en inglés).




  Pero los gobiernos nacionales también tienen la enorme responsabilidad de conformar los mercados, dirigiendo las innovaciones a la consecución de objetivos públicos, como han hecho ambiciosas organizaciones públicas como la Agencia de Proyectos de Investigación Avanzados de Defensa (DARPA, por sus siglas en inglés) en Estados Unidos. Cuando la DARPA estaba resolviendo el problema de que los satélites pudieran comunicarse, financió lo que acabó convirtiéndose en internet. Una iniciativa similar en materia de sanidad aseguraría que la financiación pública se orientara a solventar grandes problemas de salud.




  En tercer lugar, los gobiernos tienen que estructurar las asociaciones público-privadas para que beneficien tanto a los ciudadanos como a la economía. La sanidad es un sector que recibe miles de millones de dinero público a escala global. En Estados Unidos, los Institutos Nacionales de Salud (NIH, por sus siglas en inglés) invierten 40.000 millones de dólares al año. Desde el brote del SARS en 2002, los NIH han gastado 700 millones de dólares en investigación y desarrollo vinculados a los coronavirus. La gran financiación pública destinada a la innovación sanitaria requiere que los gobiernos estén al mando del proceso para asegurarse de que los precios son justos, no se abusa de las patentes, el suministro de medicamentos está garantizado y los beneficios se reinvierten en innovación en lugar de desviarse hacia los accionistas. Y que si se necesitan suministros de urgencia –⁠como medicamentos, camas de hospital, mascarillas o respiradores⁠–⁠, las mismas empresas que se benefician de los subsidios públicos en los buenos tiempos no especulen y cobren de más en los malos tiempos.




  El acceso universal y asequible es esencial no solo a escala nacional, sino también internacional. Esto es especialmente crucial en el caso de las pandemias: no debe haber lugar para el pensamiento nacionalista, como el intento de Donald Trump de adquirir una licencia exclusiva de la vacuna contra el coronavirus para Estados Unidos.




  En cuarto lugar, es el momento de que aprendamos al fin las duras lecciones de la crisis financiera global de 2008. A medida que las empresas, sean líneas aéreas o tiendas, vayan pidiendo rescates y otro tipo de ayudas, es importante no limitarse a darles dinero. Pueden imponerse condiciones para que los rescates estén estructurados de tal modo que transformen los sectores que están salvando y estos se vuelvan parte de una nueva economía. Una centrada en la estrategia del nuevo pacto verde para reducir las emisiones de carbono al mismo tiempo que se invierte en los trabajadores y se garantiza que pueden adaptarse a las nuevas tecnologías. Debe hacerse ahora, mientras el Gobierno lleva ventaja.




  La COVID-19 es un gran acontecimiento que pone de manifiesto la falta de preparación y resiliencia de una economía cada vez más globalizada e interconectada. Sin duda, no será el último. Pero podemos utilizar este momento para poner en el centro del capitalismo un enfoque basado en las partes interesadas. No desaprovechemos esta crisis.
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    La triple crisis del capitalismo


  




  El capitalismo se enfrenta, por lo menos, a tres grandes crisis. Una crisis sanitaria inducida por una pandemia ha generado rápidamente una crisis económica con consecuencias aún desconocidas para la estabilidad financiera. Y esto ocurre con el trasfondo de una crisis climática que no puede solventarse «haciendo lo de siempre». Hasta hace poco, los medios de comunicación estaban llenos de imágenes aterradoras de bomberos desbordados, no de sanitarios desbordados.




  Esta triple crisis ha revelado numerosos problemas en la manera en que hacemos el capitalismo. Y todas ellas deben resolverse al mismo tiempo que abordamos la emergencia sanitaria inmediata. Si no, nos limitaremos a solventar problemas en un sitio mientras creamos otros nuevos en lugares diferentes. Eso es lo que sucedió en la crisis financiera de 2008. Las autoridades monetarias inundaron el mundo de liquidez, pero no la dirigieron hacia buenas oportunidades de inversión. A resultas de ello, el dinero acabó de nuevo en un sector financiero que no estaba (ni está) capacitado para cumplir sus fines.




  La crisis de la COVID-19 está sacando a la luz aún más defectos en nuestras estructuras económicas. Para empezar, la creciente precariedad del empleo debida al auge de la economía gig y al deterioro, durante décadas, del poder de negociación de los trabajadores. Teletrabajar no es, sin más, una opción para la mayoría. Y aunque los gobiernos están ofreciendo cierta ayuda a los trabajadores con contratos comunes, los autónomos pueden quedarse tirados.




  Lo que es peor: los gobiernos están concediendo créditos a empresas en un momento en el que la deuda privada ya es históricamente elevada. En Estados Unidos, justo antes de la crisis actual la deuda total de los hogares era de 14,15 billones de dólares,1 es decir, 1,5 billones más que en 2008 (en términos nominales). Y no olvidemos que la elevada deuda privada fue la que causó la crisis financiera global.




  Por desgracia, en el transcurso de la última década, muchos países han optado por la austeridad, como si el problema fuera la deuda pública. El resultado ha sido un debilitamiento de las instituciones del sector público necesarias para superar crisis como la de la pandemia del coronavirus. Desde 2015, Reino Unido ha recortado 1.000 millones de libras (1.140 millones de euros) el presupuesto de sanidad pública, aumentando así la carga de los médicos en formación (muchos de los cuales han abandonado por completo el Servicio Nacional de Salud) y reduciendo las inversiones a largo plazo imprescindibles para que los pacientes sean tratados en instalaciones seguras, actualizadas y con el personal necesario. En Estados Unidos –⁠que nunca ha tenido un sistema de sanidad pública bien financiado⁠– la Administración Trump ha ido reduciendo de manera continua la financiación y las capacidades de los Centros para el Control y Prevención de Enfermedades, entre otras instituciones clave.2




  Además de este daño autoinfligido, un sector empresarial demasiado «financiarizado» ha estado desviando valor de la economía al recompensar a los accionistas mediante planes de recompra de acciones, en lugar de apuntalar un crecimiento a largo plazo invirtiendo en investigación y desarrollo, salarios y formación de los trabajadores.3 En consecuencia, el colchón financiero de los hogares se ha visto mermado, lo que dificulta que estos puedan permitirse bienes básicos como la vivienda y la educación.




  La mala noticia es que la crisis de la COVID-19 está exacerbando todos estos problemas. La buena es que podemos utilizar el actual estado de emergencia para empezar a construir una economía más inclusiva y sostenible. La cuestión no es retrasar o bloquear el apoyo del Gobierno, sino estructurarlo de forma adecuada. Debemos evitar los errores del periodo posterior a 2008, cuando los rescates permitieron que las corporaciones obtuvieran beneficios aún más altos una vez terminada la crisis, pero no lograron establecer los fundamentos para una recuperación robusta e inclusiva.




  Esta vez, sin duda, las medidas de rescate deben ir acompañadas de condiciones. Ahora que el Estado ha vuelto a desempeñar el papel de líder, debe presentarse como el héroe y no como el ingenuo que paga el pato. Lo cual requiere aportar soluciones inmediatas, pero diseñarlas de tal modo que sirvan al interés público a largo plazo. Por ejemplo, se pueden poner condicionalidades a la ayuda que el Gobierno da a las empresas. Debería pedirse a las compañías receptoras de rescates que retengan a los trabajadores y que garanticen que, una vez terminada la crisis, invertirán en formación de personal y mejores condiciones de trabajo. E incluso mejor; como ha sucedido en Dinamarca,4 el Gobierno debería apoyar a las empresas para que sigan pagando sueldos aunque los trabajadores no estén trabajando, lo que al mismo tiempo ayuda a los hogares a mantener sus ingresos, previene la propagación del virus y facilita que las empresas reanuden rápidamente la producción una vez terminada la crisis.




  Del mismo modo, los rescates deberían diseñarse para inducir a las grandes empresas a recompensar la creación de valor, no la extracción de valor, impidiendo la recompra de acciones y fomentando la inversión en crecimiento sostenible y una huella de carbono reducida. Tras declarar el año pasado que abrazará un modelo de valor para las partes interesadas, esta es la oportunidad de la Business Roundtable (una organización que reúne a los consejeros delegados de poderosas compañías estadounidenses) para respaldar sus palabras con acciones. Si las empresas estadounidenses siguen haciéndose las remolonas, deberíamos denunciar su engaño.




  Por lo que respecta a los hogares, los gobiernos deberían ir más allá de los créditos y explorar la posibilidad de condonar la deuda, dados los altos niveles actuales de endeudamiento privado.5 Como mínimo, habría que congelar los pagos de los deudores hasta que se resuelva la crisis económica inmediata, y debería inyectarse dinero a los hogares más necesitados.




  Además, Estados Unidos debería ofrecer garantías del Gobierno para el pago del 80-100% de los salarios de las empresas con problemas, como han hecho Reino Unido y numerosos países de la Unión Europea y Asia.




  También es el momento de repensar las asociaciones público-privadas. Con demasiada frecuencia, estos acuerdos son más parasitarios que simbióticos. El esfuerzo para desarrollar una vacuna contra la COVID-19 podría convertirse en otra relación unidireccional en la que las corporaciones obtienen unos beneficios inmensos revendiendo a la sociedad un producto que surgió gracias a la investigación financiada por el contribuyente. De hecho, a pesar de que los contribuyentes estadounidenses han hecho una significativa inversión pública en el desarrollo de vacunas, Alex Azar, el secretario de Salud y Servicios Humanos de Estados Unidos, reconoció hace poco que tal vez no todos los estadounidenses puedan permitirse los tratamientos o las vacunas contra la COVID-19 que se están desarrollando ahora.6
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